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Sentencia N° 147-2010
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Sentencia número 147-2010. Tribunal Aduanero Nacional. San José a las nueve horas con cincuenta minutos del día diecinueve de agosto del dos mil diez.

Conoce este Tribunal el recurso de apelación presentado por el señor XXXXXXXX, agente aduanero de la agencia de aduanas XXXXXXXXS.A., contra la resolución número RES-DN-731-2009 del 01 de junio del 2009 de la Dirección General de Aduanas.

RESULTANDO
I. Mediante resolución número RES-DN-476-2009 del 06 de abril del 2009, la Dirección General de Aduanas inicia procedimiento ordinario contra la Agencia de Aduanas XXXXXXXX S.A. y contra el importador XXXXXXXXS. A., tendiente a determinar la correcta aplicación del trato arancelario preferencial otorgado a las mercancías amparadas en las  declaraciones aduaneras números XXXXXXXX del 21 de xxxxx del 2005, XXXXXXXX del 30 de xxxxx del 2005, XXXXXXXXdel 24 de xxxxx del 2005, XXXXXXXXdel 03 de xxxx del 2006, XXXXXXXX del 27 de xxxx del 2006 y XXXXXXXX del 18 de xxxxx del 2006, todas aceptadas en la Aduana Central aplicando el Tratado de Libre Comercio entre Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que se presume que los certificados de origen presentados con las declaraciones aduaneras no son válidos, por el hecho de que los mismos, presuntamente no cumplen con lo pactado en el Anexo A del TLC CR-M, en cuanto al formato con el que debe hacerse el certificado de origen, infringiéndose lo dispuesto en los artículos 6-02 y 6-03 del capítulo VI del Tratado, y en otros casos se presentó en lugar del certificado de origen exigido una declaración de origen
, siendo que el detalle en cada caso, está contenido en un cuadro que elaboró la Dirección de Fiscalización para el informe final y que trascribe el acto apertura a folios 77-78 vuelto.  En razón de ello se les denegaría el trato arancelario preferencial otorgado a las mercancías, lo que genera una diferencia de impuestos a favor del Fisco por un monto de ¢23.931.345.95.  (ver folios 76 al 83)
II. Mediante escrito presentado el 29 de abril del 2009 el recurrente presenta sus alegatos de defensa e indica que: (ver folios 85 al 93)
· Se presenta incidente de nulidad absoluta por no notificar en forma personal a todas las partes del proceso, por lo que se incumple con la Ley de Notificaciones y las leyes aduaneras y administrativas. Agrega que el importador no puede ser notificado a través del agente aduanero, ya que el agente solamente lo representa en el despacho aduanero y no en forma permanente como erróneamente lo indica la resolución que inicia el procedimiento ordinario.

· Los certificados de origen presentados ante la Aduana Central sí cumplen con el formato pactado, los errores detectados son errores formales e irrelevantes, que no impiden la apreciación de la información y no ponen en duda su veracidad, por lo que se debe aplicar lo dispuesto en el artículo 9 de las Reglamentaciones Uniformes del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la República de Costa Rica, indica que en el presente caso no hace falta solicitar las correcciones de los certificados en razón de que los errores son de forma e irrelevantes.

· Que es falso que en algunas declaraciones aduaneras se hayan presentado declaraciones de origen y no el certificado correspondiente, ya que todos los documentos de respaldo de cada declaración fueron recibidos por la Aduana. Para el caso de las declaraciones aduaneras números XXXXXXXX del 27 de xxxxx del 2006, XXXXXXXXdel 18 de xxxxxx del 2006 y XXXXXXXXdel 03 de xxxxxx del 2006, manifiesta que los certificados de origen se encuentran en su poder, ya que por error involuntario se le traspapelaron en los documentos que se dejó de respaldo, pero que los presenta en ese acto para completar los documentos correspondientes de las declaraciones de referencia, que serían los originales de los certificados de origen de los DUAS XXXXXXXX, XXXXXXXX y XXXXXXXX.
III. Mediante resolución número RES-DN-731-2009 del 01 de junio del 2009, la Dirección General de Aduanas dicta el acto final del procedimiento ordinario y resuelve denegar la aplicación del trato arancelario preferencial otorgado a las mercancías importadas mediante las declaraciones aduaneras números XXXXXXXX del 21 de xxxxx del 2005, XXXXXXXX del 30 de xxxxx del 2005, XXXXXXXX del 24 de xxxxx del 2005, XXXXXXXXdel 03 de xxxxxx del 2006, XXXXXXXXdel 27 de xxxx del 2006 y XXXXXXXX del 18 de xxxxx del 2006, generándose una diferencia de impuestos a favor del Fisco por un monto de ¢23.931.345.95
. Se notifica dicha resolución el 03 de junio del 2009.  (ver folios 103 al 125)
IV. Con oficio presentado el 04 de junio del 2009, el recurrente interpone únicamente recurso de apelación e indica que reitera lo dicho en su escrito de alegatos. (ver folio 127)
V. Con resolución número RES-DN-817-2010 del 21 de mayo del 2010, la Dirección General de Aduanas emplaza al recurrente ante el Tribunal Aduanero Nacional. (ver folios 141 al 146)
VI. En fecha 04 de junio del 2010 mediante escrito recibido en este Tribunal, el recurrente se apersona al procedimiento, reitera sus alegatos de defensa y los amplía en lo siguiente:  (ver folios 148 al 151)

· Que las mercancías importadas sí cumplieron con lo establecido en el TLC-Costa Rica México, por cuanto se presentaron ante la Aduana Central con todos los documentos de ley y entre ellos, los certificados de origen provenientes de México.

· Que las declaraciones aduaneras fueron revisadas por funcionarios aduaneros en el ejercicio del control inmediato.

· Que la sentencia de este Tribunal 191-2008 citada, no tiene relación con el presente caso, ya que desde el principio se presentó ante la Aduana Central las declaraciones y los  certificados de origen.

· Los certificados de origen cumplen con el formato exigido por el Tratado de Libre Comercio y todas las casillas están debidamente llenas, la existencia de errores numéricos no impiden la apreciación de la información relevante ni pone en duda su veracidad.

· Que no está de acuerdo en que no se le apliquen las Reglamentaciones Uniformes por haber entrado a regir tiempo después, considera que la Administración está obligada a acatar y cumplir con los Principios Generales del Derecho Penal, entre ellos el principio de aplicar la ley más beneficiosa para el administrado o el principio de que una ley posterior deroga a la anterior.

· Manifiesta su desacuerdo en que no le reciban como prueba dos certificados de origen aportados, ya que los documentos fueron presentados a la Aduana en su momento y la Dirección General de Aduanas no puede o no debe rechazar una prueba que es relevante, ya que le estaría generando estado de indefensión.

· Que la Administración sí corrige errores materiales, entonces porqué se niega a aplicar esos mismos principios para los errores materiales o numéricos por él indicados.

VII. Que en las presentes diligencias se han respetado las formalidades legales en la tramitación del recurso de apelación.

Redacta la Licenciada Contreras Briceño, y; 
CONSIDERANDO

I- Objeto de la litis: Se discute la aplicación del trato arancelario preferencial otorgado al amparo del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la República de Costa Rica, a las mercancías importadas por XXXXXXXXS. A. mediante las  declaraciones aduaneras números XXXXXXXX del 21 de xxxx del 2005, XXXXXXXX del 30 de xxxxx del 2005, XXXXXXXX del 24 de xxxxx del 2005, XXXXXXXX del 03 de xxxxx del 2006, XXXXXXXX del 27 de xxxxx del 2006 y XXXXXXXX del 18 de xxxxx del 2006, todas aceptadas en la Aduana Central y tramitadas por la Agencia de Aduanas XXXXXXXX S.A., por cuanto la Dirección General de Aduanas determinó en el ejercicio del control posterior, que al momento del despacho se presentaron certificados de origen no válidos, al ser expedidos en un formato distinto al establecido por las Partes, y no cumplen con lo pactado en el Anexo A del TLC CR-M, en cuanto al formato con el que debe hacerse el certificado de origen, infringiéndose lo dispuesto en los artículos 6-02 y 6-03 del capítulo VI del Tratado, y en otros casos se presentó en lugar del certificado de origen exigido una declaración de origen, siendo que el detalle en cada caso, está contenido en un cuadro que elaboró la Dirección de Fiscalización para el informe final y que trascribe el acto apertura a folios 77-78 vuelto, ajuste de la obligación tributaria aduanera declarada que generó una diferencia de tributos a favor del Fisco por ¢23.931.345.95.
II- Admisibilidad del recurso de apelación: En forma previa revisa este órgano el aspecto de admisibilidad del recurso de apelación interpuesto conforme la Ley General de Aduanas, es decir, para determinar si en la especie se cumplen los presupuestos procesales, que son necesarios para constituir un procedimiento válido. En tal sentido dispone la ley que contra la resolución dictada por la Dirección General de Aduanas, cabe recurso de apelación para ante este Tribunal, el cual debe presentarse dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación del acto impugnado, es decir, que el recurso debe ser presentado en tiempo. Así, tenemos que en este caso la resolución recurrida, para todo efecto legal, fue notificada el día 03 de junio del 2009 y el recurso de apelación fue interpuesto el 04 del mismo mes y año, dentro del plazo legalmente establecido. Además debe ser presentado en forma, o sea, cumpliendo con los presupuestos procesales, entre ellos, los relativos a la capacidad procesal de las partes que intervienen en el procedimiento, lo cual no genera problemas en el presente caso, toda vez que consta en folio 97 del expediente la respectiva certificación. Siendo entonces que en la especie, se cumplieron con dichos requisitos de admisibilidad, estima este Tribunal admitir el recurso de apelación.
III- Sobre las nulidades interpuestas:  Por ser de previo y especial pronunciamiento se avoca este Tribunal al conocimiento de los alegatos del recurrente relacionados con las nulidades detectadas en el procedimiento, a fin de determinar si los actos administrativos que lo afectan, han sido emitidos en forma válida, por ser conformes sustancialmente con el ordenamiento jurídico, según lo dispuesto por la Ley General de Administración Pública, o si por el contrario presentan defectos graves que generen su nulidad.  En línea con lo indicado debe tenerse presente según lo ha venido señalando en forma reiterada la jurisprudencia de la Sala Constitucional, que no se trata de declarar la nulidad por la nulidad misma, si no que antes de anular debe evaluarse y considerarse si en el caso concreto, existen errores procedimentales y si ese error en efecto causó o no indefensión al interesado y sólo si efectivamente se configuró la indefensión debe anularse, de lo contrario debe de mantenerse las actuaciones.

· Sobre la notificación al importador a través del agente aduanero: 

Alega el recurrente que se presenta incidente de nulidad absoluta por no notificar en forma personal a todas las partes del proceso, por lo que se incumple con la Ley de Notificaciones y las leyes aduaneras y administrativas. Agrega que el importador no puede ser notificado a través del agente aduanero, ya que el agente solamente lo representa en el despacho aduanero y no en forma permanente como erróneamente lo indica la resolución que inicia el procedimiento ordinario.

Sobre el tema ya en reiteradas ocasiones se ha pronunciado este Tribunal
, señalando que el agente aduanero representa al consignatario o importador de las mercancías y que dicha representación se origina directamente de lo establecido en la Ley General de Aduanas, indicando además que es válido que la Administración decida notificar por separado y directamente a cada uno de los involucrados, sea agencia e importador, por los medios establecidos, o bien, como se da en la especie, que notifique tanto al importador como al agente aduanero en la figura del mismo agente, según se aprecia en las actas de notificación visibles a folios números 82 y 83, 124 y 125 del expediente administrativo, no existiendo la aducida nulidad por haberse causado indefensión y en consecuencia no lleva razón el recurrente porque sigue ostentando en el presente caso la representación del importador. 
Es así, que en virtud de la jurisprudencia, doctrina y normativa contenida en las sentencias emitidas por este Tribunal y reseñadas supra, podemos concluir sobre este alegato que: 

· Los Agentes de Aduana de conformidad con la normativa aduanera, son Auxiliares de la Función Pública Aduanera y no están concebidos como un simple intermediario entre el Servicio Nacional de Aduanas y el consignatario de las mercancías, sino que por el contrario, el Agente Aduanero es un profesional, especialista con conocimiento técnico en la materia aduanera y de comercio exterior, a quién se le ha delegado parte de la gestión aduanera.
· El Agente Aduanero por el ejercicio de tal cogestoría ha asumido también un régimen de responsabilidad no solo frente a su cliente sino también ante el fisco, por el ejercicio de su representación legal. 
· Además de ser el Agente de Aduanas un profesional en la materia aduanera,  ejerce una representación legal de su poderdante o sea del importador-consignatario de las mercancías, para las actuaciones y notificaciones del despacho aduanero y los actos que deriven de él según el artículo 33 de la Ley General de Aduanas.

· La relación entre el Agente Aduanero y el consignatario de las mercancías, tiene su origen en el contrato de mandato que la ley presume entre ambos, con ocasión de la importación de las mercancías, por lo que el mandato en aduanas tiene fuerza legal según el artículo 38 de la Ley General de Aduanas.

· Conforme lo prescriben tanto el Código Aduanero Uniforme Centroamericano como la Ley General de Aduanas, el Agente Aduanero no sólo es representante legal del importador durante el despacho y los actos que derivan de él, sino que también es responsablemente solidario con éste por el pago del adeudo tributario, según lo dispone el artículo 36 de la citada Ley de Aduanas.   

· La notificación realizada al importador/consignatario en la figura del su representante no vulnera de modo alguno su derecho de defensa, ni el debido proceso, precisamente por la condición de representante legal que tiene el Agente Aduanero frente a éste, que implica que los actos que le han sido encomendados, se consideran realizados en nombre del representado y en consecuencia los efectos jurídicos recaen en la esfera jurídica del comitente. 

En consecuencia, no le queda más a este Tribunal que rechazar los alegatos de nulidad debatidos por el agente de aduanas recurrente, por cuanto en la especie se tiene demostrado que tanto el acto inicial como el final fueron debidamente notificados también al importador XXXXXXXXS.A. a través de su representante legal Agencia de Aduanas XXXXXXXX S.A., razón por la cual estima este Colegio que en la especie no se ha dejado en estado de indefensión a ninguna de las partes afectadas en el proceso seguido. 
IV- Sobre la no aplicación del trato arancelario preferencial:
Siendo que la presente litis refiere a la denegatoria del trato arancelario preferencial, como producto del ejercicio del control a posteriori, a las mercancías amparadas a las declaraciones aduaneras números XXXXXXXX del 21 de xxxxx del 2005, XXXXXXXX del 30 de xxxxx del 2005, XXXXXXXX del 24 de xxxxxx del 2005, XXXXXXXX del 03 de xxxxx del 2006, XXXXXXXX del 27 de xxxxxx del 2006 y XXXXXXXX del 18 de xxxxxx del 2006, todas aceptadas en la Aduana Central, aplicando el Tratado de Libre Comercio entre Costa Rica y los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que se presume que los certificados de origen presentados con las declaraciones aduaneras no son válidos, por el hecho de que los mismos, presuntamente no cumplen con lo pactado en el Anexo A del TLC CR-M, en cuanto al formato con el que debe hacerse el certificado de origen, infringiéndose lo dispuesto en los artículos 6-02 y 6-03 del capítulo VI del Tratado, y en otros casos se presentó en lugar del certificado de origen exigido una declaración de origen
, según el detalle que en cada caso, está contenido en un cuadro que elaboró la Dirección de Fiscalización para el informe final y que trascribe el acto apertura a folios 77-78 vuelto.
Así las cosas en esta materia, el beneficio arancelario preferencial correspondiente deberá otorgarse y sujetarse a los alcances y limitaciones establecidos por los países Miembros en el Acuerdo o Negociación respectiva. 

Partiendo de ello, debemos indicar que en el presente caso se deniega el “trato arancelario preferencial” a las mercancías referidas, al amparo de las disposiciones del Tratado de Libre Comercio existente entre Costa Rica y México,  en razón de lo cual procederemos a reseñar las normas pertinentes que resultan aplicables en la especie.

En ese sentido tenemos que el  Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, aprobado mediante Ley No. 7474 del 19 de diciembre de 1994 (en adelante el Tratado), publicado en la Gaceta No. 244 del 23 de diciembre de 1994, y vigente desde el 1 de enero de 1995, establece en el artículo 6-02 que la función del certificado de origen es “certificar que un bien que se exporte de territorio de una Parte a territorio de la otra Parte, califica como originario”, es decir, para que una mercancía califique como originaria y sea susceptible de obtener los beneficios arancelarios que confiere dicho Tratado, debe contar con el respectivo certificado de origen, por lo que el mismo se constituye en el documento por excelencia legalmente pactado como probatorio del origen de las mercancías y por tal motivo de exigido cumplimiento en las importaciones realizadas. 

De igual forma el citado artículo 6-02 numeral 2.) del Tratado, establece que “Cada Parte establecerá que sus exportadores llenen y firmen un certificado de origen respecto de la exportación de un bien para el cual un importador pueda solicitar trato arancelario preferencial”. (El subrayado es nuestro)

Señalando a su vez el Anexo al artículo 6-02 que “Las Partes establecerán a más tardar el 1º de enero de 1995 un formato común para el "certificado de origen" y la "declaración de origen", que podrá ser modificado por acuerdo de las Partes”.
En atención a lo dispuesto en el artículo 6-02 y su Anexo, para el caso costarricense, el Decreto Ejecutivo N° 23931-H del 06 de enero de 1995 en el artículo 4° establece como finalidad del Certificado de Origen lo siguiente:

“Artículo 4º.- Finalidad del certificado. El certificado de origen es el documento que debe utilizarse para certificar que una mercancía que es objeto de comercio bilateral entre Costa Rica y México, califica como originaria y, en consecuencia, puede importarse a cualquiera de estos países gozando del tratamiento arancelario preferencial establecido en el Programa de Desgravación Arancelaria”.

Conforme con la normativa existente al efecto, el certificado de origen es el medio de prueba legalmente pactado y exigido por las partes contratantes, según dicho Tratado. Lo anterior, siempre que se trate de un certificado de origen válido, conforme a lo dispuesto en el Reglamento Verificación de Origen del citado Tratado de Libre Comercio publicado en el Decreto Ejecutivo N° 23931-H, Artículo 2º, que señala que se entenderá por:
“Certificado de Origen válido: el certificado de origen llenado por el exportador de conformidad con lo dispuesto en el artículo VI del Tratado y en este Reglamento”.

Conforme a lo señalado,  se tiene que en el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, y en el Reglamento para la Aplicación de los Procedimientos de Verificación de Origen del Tratado de Libre Comercio Costa Rica-México, el Certificado de Origen es el documento que da sustento o veracidad sobre el origen mexicano o costarricense de la mercancía objeto de comercio entre estos dos países y que por tal motivo pueda importarse gozando del tratamiento arancelario preferencial acordado según lo establecido en el programa de desgravación, por lo que se constituye en el documento legalmente pactado como probatorio del origen y por tal motivo de exigido cumplimiento en las importaciones realizadas.  
De los autos, se desprende que es en relación con el concepto de “certificado de origen válido”, que la Dirección General de Aduanas fundamenta su decisión de desaplicar el trato arancelario preferencial a las declaraciones objeto del procedimiento, al estimar que el Certificado de Origen presentado en el despacho como documento adjunto no es válido, ya que incumple con los requisitos del Tratado, por cuanto no se confeccionó en el formato establecido y porque en el caso de las declaraciones XXXXXXXX del 3 de xxxxx de 2006 y XXXXXXXX del 18 de xxxxxx de 2006
, se demostró que al momento del despacho no se hizo entrega del certificado de origen, sino que en su lugar se presentó una declaración de origen que no constituye el documento probatorio del origen pactado por las partes.
Por su parte la agencia recurrente señala que los certificados de origen presentados ante la Aduana Central sí cumplen con el formato pactado, que los errores detectados son formales e irrelevantes, que no impiden la apreciación de la información y no ponen en duda su veracidad, por lo que se debe aplicar lo dispuesto en el artículo 9 de las Reglamentaciones Uniformes del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la República de Costa Rica, e indica que en el presente caso no hace falta solicitar las correcciones de los certificados en razón de que los errores son de forma e irrelevantes.  Agrega que no está de acuerdo en que no se le apliquen las Reglamentaciones Uniformes por haber entrado a regir tiempo después, considera que la Administración está obligada a acatar y cumplir con los Principios Generales del Derecho Penal, entre ellos el principio de aplicar la ley más beneficiosa para el administrado o el principio de que una ley posterior deroga a la anterior.

No comparte este Tribunal la petición de que se apliquen las “Reglamentaciones Uniformes del Tratado de Libre Comercio entre Costa Rica y México” para rectificar o corregir los certificados de origen de marras, por cuanto como puede observarse, dichas Reglamentaciones son posteriores a los hechos que se discuten, por lo que es preciso aclarar que las últimas Reglamentaciones Uniformes del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la República de Costa Rica, -reseñadas por el recurrente- son parte de la Decisión 21 del 27 de mayo de 2008 y entraron a regir a partir de agosto de ese mismo año, no obstante, las mismas en definitiva, lo que vinieron fue a “instrumentalizar” el Tratado, es decir lo ya dispuesto en él, cuyo fin primordial es uniformar su correcta aplicación y promover la seguridad jurídica de los operadores comerciales para así facilitar el comercio entre las partes, regulaciones que no cambian con lo dispuesto en la normativa sobre el Tratado señalada supra, en especial con lo preceptuado en el Artículo 6-02 y que van en la misma línea de lo ya resuelto por este Tribunal en reiteradas ocasiones.  Además debe tener presente la parte recurrente, que por aplicación de los principios de reserva de ley y de legalidad, no puede este Tribunal, con competencias claramente definidas y delimitadas, tanto por el artículo 205 de la Ley General de Aduanas, como  por el 180 y 181 de la Ley General de la Administración Pública, al que corresponde el control de la legalidad de los actos emitidos por el Servicio Nacional de Aduanas, aplicar una solución o un instituto no previsto por el ordenamiento jurídico para este caso concreto, en razón de la fecha en que ocurren los hechos, donde lo que resulta aplicable son las disposiciones vigentes en el Tratado Costa Rica- México, y no las Reglamentaciones suscritas con posterioridad, puesto que la Administración sólo podrá realizar aquellos actos permitidos por el ordenamiento, sin que se pueda por la vía de la interpretación aplicar “otras disposiciones” para otorgar tratos arancelarios preferenciales, o lo que es lo mismo, dispensar del pago en los derechos arancelarios a mercancías, que según las disposiciones vigentes, no se ha demostrado con la prueba idónea que fueren originarias de México, toda vez que esta es una materia de reserva al legislador, sin que sean tampoco aplicables los principios de derecho penal que alega el recurrente, en razón de la materia que trata el presente asunto.
Tampoco es atendible el argumento de que los errores detectados son formales e irrelevantes, que no impiden la apreciación de la información y no ponen en duda su veracidad, porque lo cierto es que el no observar el formato establecido por las partes para la emisión del certificado, incumple la normativa vigente, siendo que no existe en expediente la prueba idónea y pertinente, que permita demostrar y conceder el beneficio o trato arancelario preferencial a las mercancías que fueran desalmacenadas con las declaraciones aduaneras citadas de la Aduana Central, en razón de que no se ha cumplido con lo establecido en el artículo 6-02 y su Anexo del citado Acuerdo y en el Decreto Ejecutivo 23931-H, en consecuencia este Colegiado resuelve declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto. 

De las anteriores disposiciones se desprende que para que el certificado de origen sea válido debe ser llenado en el formato y según el instructivo acordado por los países.  En esa medida, efectivamente el certificado de origen transmitido por la Agencia de Aduanas recurrente, durante la tramitación de las declaraciones respectivas, fueron confeccionados o llenados en un formato distinto al acordado por los países que suscribieron el Tratado, a saber, México y Costa Rica, según consta en autos. 

No obstante lo señalado hasta aquí, en el sentido de que el presente caso no resultan aplicables las “Reglamentaciones Uniformes”, en razón de las fecha de los hechos, lo cual debe quedar absolutamente claro en este caso, sin embargo, aún cuando si tales reglamentaciones hubiesen estado vigentes en el momento en que suceden los hechos del presente caso, aún así, tampoco hubiese sido posible rectificar o corregir los Certificados de Origen presentados, toda vez, que no estamos ante los supuestos en que dicha normativa permite subsanar irregularidades, porque para ello debe partirse en todo caso de que el certificado que se hubiese presentado debe haberse emitido según el formato acordado por las partes,  es decir, debe haberse presentado un certificado de origen válido, lo cual no ocurre en el presente caso.  En  tal sentido es tajante el artículo 4
, de las Reglamentaciones, en el sentido de que el certificado de origen debe ser llenado, firmado y fechado por el exportador o productor del bien según lo indicado en el instructivo de llenado, además establece en el numeral 9 la consecuencia que genera su incumplimiento:
“…Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 6-03 (c) del Tratado, cuando la autoridad aduanera del país de importación requiera una copia del certificado de origen, podrá considerarlo como no válido y negar el trato preferencial en el caso de que se encuentre en cualquiera de los siguientes supuestos: 
a) El certificado se haya expedido en un formato distinto al establecido por las Partes…” (el resaltado no es del original).
Sin embargo, de seguido dispone el citado artículo:

“…Salvo lo dispuesto en el numeral 7, en los demás casos, incluyendo aquellos en donde no exista coincidencia de la clasificación establecida en el certificado respecto a la clasificación de la declaración de importación, la autoridad aduanera del país de importación podrá solicitar al importador, por única vez y de forma improrrogable, que le proporcione en un término de 15 días contados a partir de que reciba la notificación del requerimiento, una copia del certificado de origen en la que se subsanen las irregularidades mencionadas, siempre y cuando el bien descrito en el certificado de origen corresponda con la descripción del bien en la declaración de importación. En caso de que no se subsanen las citadas irregularidades, se negará el trato arancelario preferencial conforme a lo dispuesto en el artículo 6-03 del Tratado. 
No obstante, aquellos certificados que presenten errores de forma u otros irrelevantes, tales como mecanográficos, que no impidan la apreciación de la información relevante o pongan en duda la veracidad de la misma, serán aceptados por la autoridad aduanera.” 
(el resaltado no es del original).
De forma que las Partes del Tratado, vía Reglamentaciones Uniformes, vienen a aclarar que existe la posibilidad de que la autoridad aduanera solicite y en consecuencia admita, la presentación de un certificado de origen que subsane las irregularidades que presentaba originalmente, siempre y cuando se ajuste a lo siguiente:

· Que no se trate de lo establecido en el artículo 7 de las Reglamentaciones Uniformes, supra citado: esto refiere básicamente a que se considerará como válido el certificado de origen, a pesar de que la clasificación arancelaria consignada en el certificado de origen y la de la declaración aduanera de importación sea diferente solamente si se presenta alguna de las siguientes dos situaciones:

· Por haberse expedido el certificado con base en una versión diferente del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías de conformidad con las enmiendas acordadas en la Organización Mundial de Aduanas, en tanto no se lleven a cabo las modificaciones a la legislación de la materia, se considerará como válido el certificado de origen, siempre que la descripción de la mercancía señalada en el mismo coincida.

· Cuando las Partes hayan emitido un criterio de clasificación arancelaria para un mismo bien y dichos criterios difieran entre sí, prevalecerá la clasificación arancelaria del país importador. Sin embargo, la autoridad aduanera del país de importación podrá considerar como válido el certificado de origen, aún y cuando en el mismo se haya asentado la clasificación arancelaria determinada por el país exportador, siempre que la descripción de los bienes asentada en dicho certificado permita la identificación plena de los bienes y se cumpla con el procedimiento establecido para tales efectos por la Parte importadora.

En el presente caso el objeto de la litis escapa de las situaciones antes explicadas, por lo que se descarta que por ello la Administración decidiera no aplicar lo establecido en el artículo 7 de las Reglamentaciones Uniformes.

· Que en relación con las demás disposiciones a saber:

1-La relacionada con la posibilidad de que la autoridad aduanera prevenga, por una única vez y de forma improrrogable, para que  en un término de 15 días contados a partir de que reciba la notificación del requerimiento, se presente el certificado que repare la deficiencia detectada, o bien;

2-La posibilidad de que se acepte certificados con errores de forma u otros irrelevantes;

En relación con ambas disposiciones contenidas también en el numeral 9 supra trascrito, debe señalarse que ello será admisible, es decir, las mismas resultan aplicables en un determinado caso, sólo en la medida en que el certificado de origen que se hubiese inicialmente presentado, fuese válido, en los términos que hemos venido exponiendo, es decir, que haya sido llenado y firmado conforme las disposiciones del artículo 6-02 del Tratado y al formato e instructivo para su llenado acordado por las partes, lo cual no ocurre en la especie, toda vez, que según hemos señalado, no consta en expediente que en el momento del despacho la agencia interesada haya tenido en su poder, y aportado, un certificado de origen válido conforme con las disposiciones del acuerdo que venimos comentando, y en los casos reseñados supra ni siquiera se presentó el certificado sino una declaración de origen que no es el documento exigible al efecto, en razón de lo cual, debe denegarse la solicitud del recurrente, y mantener la denegatoria del trato arancelario.

En otro orden de cosas, debe agregarse que a pesar de que la agencia recurrente, señala que es falso que en algunas declaraciones aduaneras se hayan presentado declaraciones de origen y no el certificado correspondiente, ya que todos los documentos de respaldo de cada declaración fueron recibidos por la Aduana y que para el caso de las declaraciones aduaneras números XXXXXXXX del 27 de xxxxx del 2006, XXXXXXXX del 18 de xxxxx del 2006 y XXXXXXXX del 03 de xxxxx del 2006, manifiesta que los certificados de origen se encuentran en su poder, ya que por error involuntario se le traspapelaron en los documentos que se dejó de respaldo, pero que los presenta en ese acto para completar los documentos correspondientes de las declaraciones de referencia, que serían los originales de los certificados de origen de los DUAS XXXXXXXX, XXXXXXXX y XXXXXXXX, manifestando su desacuerdo en que no le reciban como prueba dos certificados de origen aportados, ya que los documentos fueron presentados a la Aduana en su momento y la Dirección General de Aduanas no puede o no debe rechazar una prueba que es relevante, ya que le estaría generando estado de indefensión. Al respecto debe señalársele al recurrente que de sus propias manifestaciones se evidencia que en efecto los certificados de origen que corresponden a las declaraciones XXXXXXXX del 3 de xxxx de 2006 y XXXXXXXXdel 18 de xxxxx de 2006, se demuestra que al momento del despacho no se hizo entrega del certificado de origen, sino que en su lugar se presentó una declaración de origen que no constituye el documento probatorio del origen pactado por las partes, puesto que él mismo indica que por un error involuntario se le traspapelaron siendo que los mismos no se encuentran dentro de las imágenes de documentos transmitidos y asociados a cada declaración en el sistema informático, tal y como lo indica la administración en el presente caso, siendo que conforme con la normativa expuesta es un requisito sine qua non para la aplicación del trato preferencial presentar en el momento del despacho el respectivo certificado de origen, de tal suerte que ante el incumplimiento demostrado no puede en esta etapa procesal reconocerle tal beneficio, en virtud del principio de legalidad que rige el actuar de la Administración Pública.
Finalmente indica el recurrente que la Administración sí corrige errores materiales, entonces porqué se niega a aplicar esos mismos principios para los errores materiales o numéricos por él indicados.  En relación con ello lo único que puede indicar este Tribunal, es que es precisamente en aplicación del principio de legalidad que la Administración puede corregir en cualquier tiempo errores materiales o de hecho y aritméticos, por estar expresamente autorizado por el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública.
Así las cosas, considera este Tribunal que no existe en expediente la prueba idónea y pertinente, que permita demostrar y conceder el beneficio o trato arancelario preferencial a la mercancía que fuera desalmacenada con las declaraciones aduaneras de referencia de la Aduana Central, en razón de que no se ha cumplido con lo establecido en el artículo 6-02 y su Anexo del citado Acuerdo y en el Decreto Ejecutivo 23931-H, en consecuencia este Colegiado resuelve declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto. 

POR TANTO
Con fundamento en el Código Aduanero Uniforme Centroamericano, artículos 204 y 205 a 210 de la Ley General de Aduanas, y demás consideraciones de hecho y de derecho, por mayoría se declara sin lugar el recurso y se confirma la resolución recurrida. Se da por agotada la vía administrativa. Remítase el expediente a la oficina de origen. Voto salvado del Lic. Reyes Vargas quién acoge parcialmente el recurso y en consecuencia se anula la resolución venida en alzada únicamente en cuanto afecta aquellas declaraciones aduaneras para las cuales se presentó certificado de origen, debiendo la administración de previo a resolver conceder al interesado el plazo de 15 días para presentar la corrección del certificado de origen; se mantiene la resolución recurrida en todos sus extremos respecto aquellas declaraciones en las cuales se aportó declaración de origen. 
Notifíquese 
Loretta Rodríguez Muñoz

Presidenta

Alejandra Céspedes Zamora                                Shirley Contreras Briceño 

Elizabeth Barrantes Coto                                      Dick Rafael Reyes Vargas

Franklin Velázquez Díaz                                        Xinia Villalobos Orozco
Voto salvado del licenciado Reyes Vargas. No comparte el suscrito lo resuelto y por ello salvo mi voto con sustento en las siguientes consideraciones:

Ya en la resolución número 319 del año 2007 el Tribunal Aduanero Nacional consideró lo siguiente:
“2- Sobre la no aplicación del trato arancelario preferencial: 

Como consecuencia de la reclasificación efectuada, la Aduana resuelve denegar el trato arancelario preferencial a las líneas 003 y 009 de la declaración aduanera N° 0000000, argumentando el recurrente que el cambio de clasificación no es motivo para denegar el origen de la mercancía como mexicana. 

En relación con este aspecto estima el Tribunal que lleva razón la parte recurrente toda vez, que independientemente del cambio de posición arancelaria, lo cierto es que las mercancías objeto del presente recurso aparecen consignadas en el certificado de origen, siendo tal documento, conforme la normativa, el medio de prueba legalmente pactado y exigido por las partes contratantes, según el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, aprobado mediante Ley No. 7474 del 19 de diciembre de 1994
. Lo anterior siempre, por supuesto, que se trate de un certificado de origen válido, que según el Reglamento Verificación Origen Tratado Libre Comercio con México, Nº Decreto Ejecutivo N°23931-H, Artículo 2º, entenderá por “certificado de origen válido: el certificado de origen llenado por el exportador de conformidad con lo dispuesto en el artículo VI del Tratado y en este Reglamento.”, que implica obviamente que estén debidamente llenas todas las casillas del mismo, y que en el presente caso, al momento del despacho se encontraban debidamente llenadas de acuerdo a lo indicado en el “Instructivo de Llenado del Certificado de Origen” que se encuentra al dorso del certificado aportado.

En línea con lo anterior, el Reglamento citado, respecto a la finalidad del certificado, claramente señala que:

“Artículo 4º.- …

Recordemos también que la negociación de este tipo de tratados internacionales se realiza considerando la naturaleza de las mercancías (su descripción), y sobre la base de la Nomenclatura Internacional del Sistema Armonizado, es decir, a nivel de subpartida (6 dígitos).  En razón de ello en la casilla correspondiente de los certificados de origen se declaran las mercancías originarias a nivel de subpartida.  Efectivamente si revisamos el  TLC-CR-MX, vemos que conforme con el Capítulo V  “Reglas de Origen”. Artículo 5-02 a) del Tratado, la base de la clasificación arancelaria lo es el Sistema Armonizado, Nomenclatura Internacional sobre la cual se basó el Tratado para la negociación de las posiciones arancelarias.

Partiendo de lo anterior si revisamos el certificado de origen S/N de fecha 01-01-2005, que cubre el período comprendido entre el 01-01-05 al 01-01-06, dentro del que se ubica el despacho objeto de la presente litis, vemos que contempla las mercancías descritas como  “Sustagen Chocolate” y “Enfamil Soya” con su correspondiente clasificación internacional del Sistema Armonizado (S.A), clasificaciones que coinciden con las mercancías descritas en las líneas 003 y 009 de la declaración aduanera 00000 y con los demás documentos adjuntos al despacho (factura comercial, por ejemplo) y respecto de los cuales se solicitó el trato preferencial B, las cuales fueron modificadas por la Aduana posterior al despacho, razón lógica por la cual la clasificación arancelaria de la casilla N° 6 del Certificado de Origen ya no iba a ser la misma, no obstante, son los mismos productos descritos en la casilla 5 del certificado de origen válido aportado durante el despacho, y que además las nuevas posiciones se encuentran también dentro de la lista de mercancías del Programa de Desgravación negociado entre ambos países.

Es así, que reitera este Tribunal que según la normativa vigente, es el certificado de origen válido el que para todo efecto legal, demuestra el origen de las mercancías, y determina el trato arancelario que los países contratantes deben dar a las mercancías negociadas.

En tal sentido el Tratado dispone:

“Artículo 6-02: …
Por último, llama la atención a este Tribunal que si producto de la reclasificación efectuada por la Aduana a las líneas 003 y 009, aplicando los criterios de clasificación que son los que dieron origen a la presente litis, la administración consideró de una manera sumamente restrictiva que al cambiar en la casilla 6 la subpartida internacional del S.A., ese certificado aportado dejaba de ser válido de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento de Verificación de Origen señalado supra, así debió señalarlo la Aduana en los actos emitidos, a fin de motivar los mismos y no limitarse a denegar el trato aduciendo que la nueva posición arancelaria de esas líneas, no permiten que se les aplique dicho trato preferencial sin indicar elementos técnico-jurídicos para su denegación, lo cual como se indicó no procede puesto que son las mismas mercancías descritas en el certificado de origen cuyas nuevas clasificaciones también se encuentran negociadas en el Tratado como se indicó líneas atrás, existiendo así en expediente la prueba idónea y pertinente pactada por los países, para demostrar y conceder el beneficio arancelario.

En caso contrario, si la administración aduanera tenía duda sobre la casilla N° 6 del certificado de origen aportado, en busca del principio de la verdad real de los hechos y por constituir los Tratados acuerdos de buena fe que incentivan la apertura comercial entre los países miembros, es que considera este Tribunal que se debió prevenir al interesado a efecto de aclarar sobre la clasificación arancelaria de los productos descritos correctamente como “sustagen chocolate” y “enfamil soya” en la casilla Nº 5 de dicho certificado de origen (único argumento de la Aduana para denegar el certificado a las líneas 003 y 009 de la declaración aduanera de cita) y si fuera del caso aportar un certificado nuevo o corregido, toda vez que dicha prevención viene a ser una flexibilidad que se encuentra contenida ya en varios de los Tratados suscritos por el país posteriores al de México-Costa Rica, cuyo fin primordial se circunscribe en aplicar disposiciones uniformes para la correcta interpretación y aplicación de los Tratados, porque si bien, este es un Órgano de legalidad tampoco puede desconocer el continuo avance en el comercio de las mercancías que hacen que evolucionen día a día las prácticas comerciales producto de un pacto de fe entre los países que son parte de un Tratado, por lo que no se debe dejar de lado el principio finalista de dichos acuerdos comerciales, permitiendo que el marco regulatorio establecido en éllos, sea lo suficientemente flexible a efectos de ajustarse a la constante evolución del comercio mundial. 

Así las cosas, corresponde darle la razón al interesado respecto de este alegato, puesto que según lo expuesto, a las mercancías declaradas en las líneas 003 y 009 de la declaración aduanera N° 000000 del 00000, no obstante la reclasificación sufrida, debe dárseles el trato arancelario preferencial, como mercancías originarias de México, conforme con el programa de desgravación vigente al momento en que ocurrió el hecho generador en el presente caso, toda vez que según se dijo, aunque respecto de las descripciones contenidas en la casilla N° 5 del certificado fue modificada su clasificación por parte de la Aduana posterior al despacho, sin embargo, esta nueva clasificación también se encuentra entre las negociadas en la lista de desgravación del Tratado.”

Dicha posición, fue objeto de reiteración y mejora en sus consideraciones al dictarse la resolución número 015 del año en curso cuyas consideraciones se reiteran en las subsiguientes 037 y 038. En su oportunidad, y en lo de interés, consideró el Tribunal:

“Trata el presente caso, como se indicó supra, de la denegatoria por parte de la Aduana Santamaría de aplicar el certificado de origen aportado por el interesado a posteriori, toda vez que el presentado con el DUA no era el correcto, por lo que denegó el trato arancelario preferencial respecto de las mercancías amparadas a la declaración aduanera 05-2009-xxx del 29 de enero 2009, por lo que es preciso dilucidar si es factible tal acción a la luz de la normativa vigente.

En primer lugar, debemos partir que en términos generales un tratado de libre comercio es un acuerdo de política exterior bilateral o multilateral, mediante el cual los países establecen reglas comunes para normar la relación comercial entre ellos, con el fin de consolidar y ampliar el acceso de sus productos y eliminar barreras arancelarias y no arancelarias.  Convirtiéndose el Certificado de Origen en el documento que acredita el origen y procedencia de las mercancías, permitiendo así aprovechar los distintos beneficios y preferencias arancelarias otorgadas a través de convenios y acuerdos suscritos con otros países, y de acuerdo con las normas de origen pactadas en los respectivos acuerdos comerciales.
En ese sentido tenemos que el  Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, aprobado mediante Ley No. 7474 del 19 de diciembre de 1994 (en adelante el Tratado), publicado en la Gaceta No. 244 del 23 de diciembre de 1994, y vigente desde el 1 de enero de 1995, establece en el artículo 6-02 que la función del certificado de origen es “certificar que un bien que se exporte de territorio de una Parte a territorio de la otra Parte, califica como originario”, es decir, para que una mercancía califique como originaria y sea susceptible de obtener los beneficios arancelarios que confiere dicho Tratado, debe contar con el respectivo certificado de origen; sin embargo, éste no es el único requisito que debe cumplir quien solicite trato arancelario preferencial, y en esa medida el artículo 6-03 del Tratado reza en lo de interés: 

Artículo 6-03: …
De los autos, se desprende que es en relación con el concepto de “certificado de origen válido”, que la Aduana Santamaría fundamenta su decisión para desaplicar el trato arancelario preferencial al DUA 05-2009-0xxx, al considerar  que:

“…visto y analizado el certificado de origen llenado y firmado por el proveedor xxxx S.A de C.V, relacionado con la factura comercial No. 0xx, transmitido digitalmente al sistema TICA mediante archivo de imagen nombrado 0001-xxxx _2009_ 1720_ 0136_SN.TIF, se puede apreciar claramente que el certificado de origen presentado corresponde a un certificado de origen no válido, toda vez que el certificado transmitido como archivo de imagen a TICA al momento de la aceptación de la Declaración única Aduanera 005-2009-xxx, no corresponde al formato acordado por las Partes, ya que el encabezado del formulario claramente establece “Tratado de Libre Comercio entre los Estados unidos Mexicanos y la República de Bolivia”, dejando así en clara evidencia que el certificado de origen presentado corresponde a un formulario de un acuerdo comercial ajeno al Tratado de Libre Comercio entre Costa Rica y México…” (la negrita no corresponde al original) (folio 109).
Ahora bien, es necesario acudir al Tratado y demás normativa relacionada, para determinar que debemos entender por certificado de origen válido.  El artículo 2 del Reglamento para la Aplicación del Tratado entre Costa Rica-México, Decreto Ejecutivo 23931-H del 23 de setiembre de 1994, publicado en el Alcance a La Gaceta Nº 5 del 6 de enero de 1995, relativo a las definiciones nos dice que es aquel:

“certificado de origen llenado por el exportador de conformidad con lo dispuesto en el artículo VI del Tratado y en este Reglamento”
Por su parte, el Decreto Nº 34592-COMEX con el que se publica  la Decisión Nº 21 del 27 de mayo del 2008: Reglamentaciones Uniformes del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la República de Costa Rica (en adelante Reglamentaciones Uniformes), establece en su artículo 3 lo siguiente: 

“…se entenderá por Certificado de origen válido, el certificado de origen que haya sido llenado y firmado conforme a lo dispuesto en el artículo 6-02 del Tratado, y al formato e instructivo para su llenado, acordados por las Partes”

De las anteriores disposiciones se desprende que para que el certificado de origen sea válido debe ser llenado en el formato y según el instructivo acordado por los países.  En esa medida, efectivamente el certificado de origen transmitido por el agente aduanero xxx, durante la tramitación del DUA 05-2009-xxx, fue confeccionado o llenado en un formato distinto al acordado por los países que suscribieron el Tratado, a saber, México y Costa Rica, pues visto el folio 163, tenemos que efectivamente tanto el encabezado, como la casilla 10 señalan Tratado de Libre Comercio entre los Estados unidos Mexicanos y la República de Bolivia.  Por lo que la actuación inicial de la Aduana durante el proceso de revisión documental se encontraba suficientemente justificada, pues de conformidad con los artículos 86 de la Ley General de Aduanas y 319 de su Reglamento, el agente aduanero es responsable de suministrar la información y documentación necesarios para determinar la obligación tributaria aduanera y el cumplimiento de las regulaciones arancelarias y no arancelarias, veamos lo que señalan respectivamente dichas normas:

…

Este Tribunal, sin entrar a analizar si la decisión adoptada por la Aduana durante el ejercicio del control inmediato, se encontraba debidamente ajustada a derecho en todos sus aspectos o como lo estimó ella misma con posterioridad (mediante RES-AS-DN-ANUL-xxx-2009) estaba indebidamente motivada, si comparte que existían elementos suficientes para no autorizar el levante de la mercancía respecto al DUA 05-2009-xxx, basándose en los artículos 98 de la Ley General de Aduanas y 245 de su Reglamento, los cuales señalan:

…

De acuerdo con lo citado, tenemos que durante el proceso de verificación documental se efectúa el análisis de la información declarada y su cotejo con los documentos e información que la sustente, y de determinarse que existen discrepancias, debe notificar el funcionario de inmediato esa situación al declarante, lo cual aconteció en el presente caso.  En relación con este tema, el Manual de Procedimientos Aduaneros, específicamente en el Procedimiento de Importación, Capítulo VI De la Revisión Documental, en el punto A), señala: 

… 
Vemos que en términos generales la actuación de la funcionaria encargada de llevar a cabo la revisión documental, al rechazar en el despacho el certificado de origen que le fue transmitido, se apegó a las disposiciones anteriormente transcritas (artículos 98 LGA, 245 RLGA y Manual de Procedimientos Aduaneros Procedimiento de Importación, Capítulo VI De la Revisión Documental), sin entrar por ahora en mayor detalle sobre las actuaciones subsecuentes que como consecuencia del rechazo del certificado debió adoptar a la luz del Decreto 34592-COMEX (Reglamentaciones Uniformes), por ser un asunto que se desarrollará más adelante.

Comparte este Tribunal que el certificado de origen transmitido a la Aduana, no reunía las condiciones necesarias para ser considerado un instrumento válido para aplicar los beneficios del Tratado, sin embargo discrepa de las actuaciones realizadas por la Administración en torno a la negativa de aceptar el certificado de origen correcto aportado por el recurrente posteriormente, sobre todo tomando en consideración que la misma Aduana, por medio de la funcionaria encargada de realizar la revisión documental, en el apartado de “Observaciones” del DUA 05-2009-0xxx (ver folios 154-155), consignara lo siguiente:

“ESTIMADOS COMPAÑEROS LES INDICO QUE SI OBSERVAN BIEN EL FORMULARIO DEL TRATADO SE DARÁN CUENTA QUE NO ES PARA C.R., ES LA RELACIÓN COMERCIAL ENTRE MEXICO Y BOLIVIA.  ES POR ESA RAZÓN QUE NO SE PUEDE APLICAR DICHO TRATADO.  HAY DOS PASOS A SEGUIR: 1-PAGAR LOS IMPUESTOS Y LUEGO CUANDO VENGA EL TLC, SE PRESENTA CON UN OFICIO A NORMATIVA PARA LA DEVOLUCIÓN DE LOS IMPUESTOS. 2-CAUCIONAR POR MEDIO DE GARANTÍA DE INCIDENCIA DE LOS IMPUESTOS.  NECESITO SABER EL PASO A SEGUIR DE PARTE DE USTEDES PARA YO PODER CONTINUAR CON EL LEVANTE DE ESTE DUA…” (la mayúscula corresponde al original, no así la negrita). 

De lo expuesto, se observa que desde el mismo momento en que la Aduana detectó la inconsistencia que presentaba el certificado de origen transmitido, brindó la posibilidad al declarante de suministrarlo posteriormente, ya fuese pagando los impuestos respectivos y luego reclamando su devolución, o bien que rindiera garantía a efecto de obtener el levante de la mercancía, inclinándose el agente aduanero por esta última opción, según se evidencia del escrito de fecha 04 de febrero de 2009 (folios 01-02), a lo que accedió la autoridad aduanera, pues dos días después (06-02-2009) de recibir la garantía número xxxx del Banco Lafise, autorizó el levante tal y como consta a folio 156 del expediente.

Es por lo anterior, que llama la atención del Tribunal que con posterioridad y en relación con la posibilidad de aceptar el certificado de origen correcto aplicable a las mercancías amparadas al DUA de cita, la Aduana ha mantenido una posición inflexible, escudándose fundamentalmente en lo dispuesto por el artículo 6-03 párrafo 2 del Tratado:

“Cada Parte dispondrá que cuando el importador no cumpla con cualquiera de los requisitos establecidos en el párrafo 1, se negará trato arancelario preferencial al bien importado de territorio de la otra Parte para el cual se hubiere solicitado la preferencia”.

Es importante destacar que a lo largo del procedimiento, el propio agente aduanero ha reconocido de forma reiterada que transmitió con el DUA a la autoridad aduanera un certificado de origen, que no se ajustaba al formato acordado por México y Costa Rica, y que por ende tenía el carácter de no válido, aportando posteriormente el certificado correcto por lo que en ningún momento discrepa de la irregularidad detectada por la Aduana Santamaría, veamos lo manifestado a folio 141:

“…Que efectivamente al momento de transmitir la documentación al sistema informático TICA, se transmitió un certificado de origen no válido por lo que, detectado el error, se solicitó la autorización de levante con garantía a efecto de que la administración diera el tiempo establecido por la legislación aduanera para enmendar el error y presentar el certificado de origen válido y así aplicar el trato preferencial…” (la negrita no corresponde al original).

 La inconformidad del recurrente radica en la decisión posterior que adoptó la Aduana y que se materializa en el procedimiento ordinario seguido en contra del señor xxx y el importador xxx S.A, quien ha efectuado las acciones necesarias para reparar la irregularidad cometida originalmente, sin tener éstas acogida por parte de la Aduana Santamaría.

Es necesario, a la hora de enfrentar asuntos relacionados con la aplicación de tratados comerciales, tomar en consideración los fines que persiguen las Partes con el mismo, por ello y para el caso que nos ocupa, destacamos que el Tratado suscrito entre Costa Rica y México,  establece una zona de libre comercio entre ellas, que se ajusta al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT), y a los objetivos de estimular el comercio, eliminar las barreras al comercio y facilitar la circulación de bienes y servicios, promover las condiciones de competencia leal, aumentar la inversión, proteger los derechos de propiedad intelectual, establecer lineamientos para la cooperación y crear procedimientos para la aplicación y cumplimiento del Tratado, para su administración conjunta y para la solución de controversias.  Para la consecución de los fines propuestos, se han establecido en dicho instrumento, una serie de disposiciones que regulan la forma en que se accederá a los beneficios en él establecidos, específicamente los capítulos V (Reglas de Origen) y VI (Procedimientos Aduaneros) contienen los requisitos que deberá cumplir un bien para considerarse originario de alguna de las Partes, así como los principios y disposiciones que regirán la aplicación e interpretación del Tratado y los derechos y obligaciones de los diversos actores del comercio, en materia aduanera, los cuales constituyen la condición fundamental para gozar de las preferencias arancelarias previstas,  por lo que resulta de interés determinar si este caso se ajusta a la normativa vigente, y por ende la mercancía nacionalizada bajo el DUA 005-2009-xxx, es susceptible de disfrutar del trato arancelario preferencial.

Hay que tener en cuenta que con el objeto de garantizar la efectiva implementación y administración de los capítulos V y VI del Tratado, en los artículos 5-18 y 6-11 se establecieron los Comités de Reglas de Origen y Procedimientos Aduaneros, siendo en su seno que se emiten una serie de disposiciones que pretenden promover la seguridad jurídica de los operadores comerciales y facilitar el comercio entre las Partes, surgiendo así las Reglamentaciones Uniformes, Decreto Nº 34592-COMEX publicado en La Gaceta 129 del 04 de julio de 2008, el cual entró en vigencia 90 días después de su publicación, por lo que reviste gran importancia para dilucidar la litis surgida entre la Aduana Santamaría y el agente aduanero xxxxxxx, al encontrarse vigente al momento en que acaecieron los hechos y por ello resultando de plena aplicación al caso.

En reiteradas ocasiones ha manifestado este Órgano que para conceder el beneficio arancelario a mercancías amparadas a un tratado de libre comercio, las mismas deben estar consignadas en el certificado de origen, por ser este el documento que da sustento o veracidad sobre el origen de la mercancía objeto de comercio y que posibilita que puedan importarse gozando del tratamiento arancelario preferencial, por lo que se constituye en el documento legalmente pactado como probatorio del origen de las mercancías y por tal motivo de exigido cumplimiento en las importaciones realizadas, según lo ordenado en los artículos 6-02 y 6-03 del Tratado y 4 del Reglamento al mismo:

“Artículo 6-02: …
“Artículo 6-03: …
“Artículo 4º.- …

Por lo que se reitera, que está demostrado que el certificado de origen transmitido como documento adjunto a la declaración aduanera por el recurrente, no cumplía con la condición de válido, quedando pendiente determinar si a la luz de la normativa vigente, el mismo era susceptible de ser sustituido por uno que si cumpliera con esa condición.   

En ese sentido, no existe disposición en el Tratado o en su Reglamento que refiera expresamente a esa posibilidad, por lo que debemos integrar la normativa y atender lo establecido en las Reglamentaciones Uniformes, en donde confirma en el artículo 4 que el certificado de origen debe ser llenado, firmado y fechado por el exportador o productor del bien según lo indicado en el instructivo de llenado, además establece en el numeral 9 la consecuencia que genera su incumplimiento:

“…Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 6-03 (c) del Tratado, cuando la autoridad aduanera del país de importación requiera una copia del certificado de origen, podrá considerarlo como no válido y negar el trato preferencial en el caso de que se encuentre en cualquiera de los siguientes supuestos: 

b) El certificado se haya expedido en un formato distinto al establecido por las Partes…” (el resaltado no es del original).
Sin embargo, de seguido dispone el citado artículo:

“…Salvo lo dispuesto en el numeral 7, en los demás casos, incluyendo aquellos en donde no exista coincidencia de la clasificación establecida en el certificado respecto a la clasificación de la declaración de importación, la autoridad aduanera del país de importación podrá solicitar al importador, por única vez y de forma improrrogable, que le proporcione en un término de 15 días contados a partir de que reciba la notificación del requerimiento, una copia del certificado de origen en la que se subsanen las irregularidades mencionadas, siempre y cuando el bien descrito en el certificado de origen corresponda con la descripción del bien en la declaración de importación. En caso de que no se subsanen las citadas irregularidades, se negará el trato arancelario preferencial conforme a lo dispuesto en el artículo 6-03 del Tratado. 

No obstante, aquellos certificados que presenten errores de forma u otros irrelevantes, tales como mecanográficos, que no impidan la apreciación de la información relevante o pongan en duda la veracidad de la misma, serán aceptados por la autoridad aduanera.” (el resaltado no es del original).
De forma que las Partes del Tratado, vía Reglamentaciones Uniformes, vienen a aclarar que existe la posibilidad de que la autoridad aduanera solicite y en consecuencia admita, la presentación de un certificado de origen que subsane las irregularidades que presentaba originalmente, siempre y cuando se ajuste a lo siguiente:

· Que no se trate de lo establecido en el artículo 7 de las Reglamentaciones Uniformes: esto refiere básicamente a que se considerará como válido el certificado de origen, a pesar de que la clasificación arancelaria consignada en el certificado de origen y la de la declaración aduanera de importación sea diferente, y engloba dos situaciones:

· Por haberse expedido el certificado con base en una versión diferente del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías de conformidad con las enmiendas acordadas en la Organización Mundial de Aduanas, en tanto no se lleven a cabo las modificaciones a la legislación de la materia, se considerará como válido el certificado de origen, siempre que la descripción de la mercancía señalada en el mismo coincida.

· Cuando las Partes hayan emitido un criterio de clasificación arancelaria para un mismo bien y dichos criterios difieran entre sí, prevalecerá la clasificación arancelaria del país importador. Sin embargo, la autoridad aduanera del país de importación podrá considerar como válido el certificado de origen, aún y cuando en el mismo se haya asentado la clasificación arancelaria determinada por el país exportador, siempre que la descripción de los bienes asentada en dicho certificado permita la identificación plena de los bienes y se cumpla con el procedimiento establecido para tales efectos por la Parte importadora.

En el presente caso el objeto de litis escapa de las situaciones antes explicadas, por lo que se descarta que por ello la Administración decidiera no aplicar lo establecido en el artículo 9 de las Reglamentaciones Uniformes.

· Que la solicitud opere por una única vez y que de forma improrrogable, la proporcione en un término de 15 días contados a partir de que reciba la notificación del requerimiento: la autoridad aduanera no solicitó la presentación de un certificado de origen que reparara la deficiencia por ella detectada del transmitido con el DUA 005-2009-xxx, por lo que no resulta de interés detenernos en este punto.

· Que el bien descrito en el certificado de origen corresponda con la descripción del bien en la declaración de importación: efectivamente la descripción de la mercancía es coincidente entre lo establecido en el certificado de origen y la declarada en el DUA 005-2009-xxx, por lo que no se constituía este requisito en una limitante para solicitar y aceptar la corrección de la deficiencia.

Analizado el alcance integral del artículo 9 de las Reglamentaciones Uniformes, contrario al análisis sesgado efectuado por la Aduana que adopta sólo una parte de la norma citada, está claro que es susceptible de ser corregida la irregularidad o deficiencia detectada, mediante la presentación de un nuevo certificado, por lo que advierte este órgano que la interpretación realizada por la Aduana, en relación con el alcance del mismo, al indicar que “procede ante la eventualidad de errores menores en el Certificado” (folio 112), es ajena al texto citado al establecer limitaciones que éste no contempla, generando en consecuencia perjuicio a terceros, lo que de forma paralela violenta el fin que los países pretendían con la emisión de las Reglamentaciones Uniformes, a saber, promover la seguridad jurídica de los operadores comerciales y facilitar el comercio entre las Partes.

Es más, en criterio de este Tribunal desde el instante en que se tuvo conocimiento por parte de la Aduana que el certificado no correspondía por estar en un formato distinto, debió de oficio por medio de la funcionaria encargada de ejecutar el proceso de revisión documental, proceder a aplicar lo reglado en este numeral y solicitar la presentación de uno corregido, ahorrando así a ambas partes (administración-tercero), el desgaste que siempre conlleva un procedimiento administrativo de este tipo.

Aunado a lo expuesto, y partiendo del hecho de que en ningún momento se ha cuestionado el verdadero origen de la mercancía; siendo coincidentes además con los fines que impulsan los tratados de libre comercio, no queda más que brindarle la razón al recurrente, toda vez, que independientemente del incorrecto formato de Certificado de Origen transmitido al sistema informático TIC@, es un aspecto formal susceptible de ser subsanado, además lo cierto es que las mercancías objeto del presente recurso al momento de la importación se encontraban amparadas a un Certificado de Origen que si se ajusta al formato negociado entre los Estados Unidos Mexicanos y la República de Costa Rica, constituyéndose tal documento, conforme la normativa vigente, en el medio de prueba legalmente pactado y exigido por las partes contratantes para aplicar los beneficios de dicho instrumento, que de haberlo solicitado la autoridad aduanera al momento del despacho como en derecho correspondía, se hubiera aportado y posibilitado así a la Aduana a autorizar el levante de la mercancía, sin generar mayores dilaciones, siendo esta omisión de acatar el artículo 9 de las Reglamentaciones Uniformes, lo que a la postre provocó que la decisión de la autoridad aduanera fuese contraria al ordenamiento jurídico vigente.

IV. En razón de las consideraciones fácticas y legales expuestas, este Órgano considera que las mercancías importadas mediante la declaración aduanera 005-2009-xxx del 00000000, son originarias de México y por ende les corresponde la aplicación del trato arancelario preferencial que confiere el Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, y en consecuencia procede a declarar con lugar el recurso de apelación interpuesto.” 

Se señala lo anterior por cuanto, con entera independencia de las razones expresadas en cada caso concreto para coincidir o disentir, es lo cierto que, lo considerado resulta plenamente aplicable en el presente caso, en cuanto no estamos en presencia de defectos en su contenido ni en su forma, que de serlo admiten el derecho del declarante a que por una única vez se le requiera para que proporcione en un término de 15 días contados a partir de que reciba la notificación del requerimiento, una copia del certificado de origen en la que se subsanen las irregularidades mencionadas.
En el caso, y muy a pesar de que la mayoría se de limita a indicar que no se cumple con el formato establecido, omitiendo señalar el porqué, en clara indefensión de los recurrentes, es lo cierto que, de los defectos apuntados por la Administración en el acto inicial resulta claro que los elementos formales se mantienen y el único vicio apuntado parece constituirlo el hecho de haberse corrido la numeración de las casillas y de allí el “supuesto incumplimiento en el formato” que, a criterio del suscrito, está muy lejos de serlo en el formato y menos aún en el contenido que el certificado debe tener.

Hace ver el suscrito la salvedad en cuanto a las Declaraciones Aduaneras XXXXXXXX del 00000 y XXXXXXXX del 0000000 en tanto en estas si existe un total incumplimiento de las normas reguladoras del trato arancelario por no haberse aportado sino una declaración de origen.

DICK RAFAEL REYES VARGAS

� Esto en el caso de las declaraciones  XXXXXXXX del 30 de xxxxxe de 2005, XXXXXXXX del 3 de xxxx de 2006, XXXXXXXX del 27 de xxxxx de 2006 y XXXXXXXX del 18 de xxxxx de 2006.


� En el acto final, a folios  113, 114, 117, 118 y 121, se aclara que a pesar de lo indicado en el acto inicial en el sentido de que en cuatro declaraciones no se había presentado el certificado sino una declaración de origen, sin embargo en el acto final, luego de la revisión respectiva en el sistema informático, se aclara que fue solo en dos declaraciones en las que se presentó una declaración de origen en lugar de un certificado de origen, a saber en las número XXXXXXXX del 3 de xxxx de 2006  y XXXXXXXX del 18 de xxxxx de 2006 y se excluyen por esa anomalía las declaraciones XXXXXXXX del 30 de xxxxx de 2005,  y la XXXXXXXX del 27 de xxxx de 2006, no obstante en relación con estas dos últimas declaraciones se indica que los certificados de origen presentados tampoco son válidos porque el formato repite los vicios de las declaraciones indicadas en el acto inicial en el sentido a que las casillas no poseen el contenido pactado en el TLC CR-M.


� Para mayor abundamiento ver entre otras las Sentencias números 226-2008, 182-2009 y 61-2010.


� Según el detalle realizado con anterioridad.


� Recordemos que ya en el acto final la DGA aclara que en realidad son dos las declaraciones aduaneras en las que se presentó una declaración de origen en lugar del certificado, según la aclaración que realizamos supra.


� “4.- El certificado de origen y la declaración de origen que se establecen en el artículo 6-02 (2) y (3) (a) del Tratado deberán ser llenados, firmados y fechados por el exportador o por el productor del bien, de acuerdo con lo dispuesto en el instructivo de llenado correspondiente, contenido en el instrumento legal de cada una de las Partes en que se den a conocer los formatos de certificado y declaración de origen, así como en las disposiciones aplicables del Tratado y la presente Reglamentación. Los formatos mencionados son de libre reproducción.”





�  Por su parte el numeral 7 dispone:.- “Cuando se importen bienes bajo trato arancelario preferencial, amparados por un certificado de origen válido y la clasificación arancelaria que se señale en éste difiera de la clasificación arancelaria contenida en la declaración de importación, se estará sujeto a lo siguiente:


a. En los casos en que la clasificación arancelaria que se señale en dicho documento difiera de la clasificación arancelaria declarada en la declaración de importación, por haberse expedido con base en una versión diferente del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías de conformidad con las enmiendas acordadas en la Organización Mundial de Aduanas, en tanto no se lleven a cabo las modificaciones a la legislación de la materia, se considerará como válido el certificado de origen, siempre que la descripción de la mercancía señalada en el mismo coincida con la declarada en la declaración de importación y permita la identificación plena de las mercancías presentadas a despacho.


b. En los casos en que cada una de las Partes haya emitido un criterio de clasificación arancelaria para un mismo bien y dichos criterios difieran entre sí, prevalecerá la clasificación arancelaria del país importador. Sin embargo, la autoridad aduanera del país de importación podrá considerar como válido el certificado de origen, aún y cuando en el mismo se haya asentado la clasificación arancelaria determinada por el país exportador, siempre que la descripción de los bienes asentada en dicho certificado permita la identificación plena de los bienes presentadas para despacho aduanero y se cumpla con el procedimiento establecido para tales efectos por la Parte importadora.





Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable únicamente para esa operación, considerando que en subsecuentes operaciones prevalecerá el criterio de la Parte importadora, en tanto las Partes lleguen a un acuerdo.”


� Publicada en la Gaceta No. 244 del 23 de diciembre de 1994, y vigente desde el 1 de enero de 1995.  
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